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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA ACTUACIÓN JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. [E]n virtud de la determinación del juzgado de control de garantías, debe continuarse con la indagación y en lo posible recaudar más medios de prueba, con fundamento en los cuales debe determinar la titular del despacho accionado si ordena nuevamente el archivo de la actuación o formula imputación. Debe resaltarse también que la citada decisión del funcionario de garantías apenas se adoptó en junio 14 de 2017, de lo que se infiere que ha pasado un tiempo muy corto para que la Fiscalía dé cumplimiento a lo allí dispuesto en lo atinente al recaudo probatorio, más aún cuando es evidente que las fiscalías actualmente cuentan con una gran carga laboral y carecen del personal investigativo suficiente para colmar las expectativas que tienen muchas de las personas que a diario acuden ante el órgano encargado de la persecución penal en busca de alguna solución. En este punto es pertinente precisar a la parte accionante, que la titularidad de la acción penal recae exclusivamente en la Fiscalía tal como se consagra en el artículo 251 Constitucional, y por ello ningún juez puede indicar a ese ente oficial cómo ejercer esa potestad, y menos aún persuadirla o instarla a que formule una imputación o en su momento una eventual acusación. No es posible tampoco que el órgano persecutor formule imputación cuando no se ha logrado establecer quién es el indiciado o indiciados, por cuanto se trata de un acto de comunicación que se hace a un persona en concreto, tal como lo precisa el artículo 286 de la Ley 906/04, luego del cual el imputado queda vinculado formalmente a la actuación, y con el mismo se da comienzo al proceso penal.
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Pereira, treinta y uno (31) de agosto dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N°877
                                                     Hora: 3:45 p.m.
1.- VISTOS
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor CARLOS ALBERTO OCHOA GÓMEZ mediante apoderada judicial contra la Fiscalía Siete Seccional de Pereira (Rda.), al considerar vulnerados los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y acceso a la administración de justicia.     

2.- SOLICITUD 
La situación esgrimida en la demanda de tutela se puede sintetizar de la siguiente manera: (i) en la Fiscalía Séptima Seccional de esta ciudad se adelanta indagación bajo el radicado N° 36201505300, por los punibles de uso de documento público falso y otros, en relación con hechos en los cuales el vehículo Toyota Land Cruiser con placas LIA-409, de propiedad del señor CARLOS ALBERTO OCHOA GÓMEZ, fue traspasado a HERNANDO CARVAJAL CAICEDO mediante documentos espurios; (ii) la apoderada del señor OCHOA GÓMEZ -hoy accionante- ha solicitado en repetidas ocasiones al citado despacho el impulso de la investigación mediante la realización de diversas diligencias, así como la adopción de medidas como la retención del automotor y la suspensión del poder dispositivo, las cuales no han sido acogidas por la funcionaria titular del mismo; (iii) a la fecha no se ha efectuado la formulación de imputación, al menos contra persona indeterminada, pese a que se cuentan con elementos materiales probatorios para demostrar la tipicidad de la falsedad, por cuanto dentro del expediente obra peritaje realizado por peritos del CTI, en el que se concluye que tanto la firma como lo huella consignadas en el documento de traspaso no son las del señor CARLOS ALBERTO, y encontrarse vencido el término de dos años establecido en el artículo 175 de la Ley 906/04 para realizar esa diligencia u ordenar fundadamente el archivo de la indagación; (iv) la señora Fiscal sin tener ningún soporte jurídico ordenó el archivo de la investigación, y no obstante que se pidió el desarchivo se negó a ello, lo que generó que se acudiera ante el juez de garantías, funcionario que resolvió en forma favorable a sus intereses, y además se instó a la delegada del ente acusador a practicar otras pruebas y ser más diligente; (v) no le han dado información del estado de la actuación en la Fiscalía Séptima, y ni siquiera le facilitan el expediente, luego de haberse presentado varias veces con ese propósito, ya que únicamente le indican que haga sus requerimientos por escrito para proceder a contestarlos; y (vi) la falta de trámite de las solicitudes probatorias invocadas, y el desinterés de la delegada por verificar los hechos contenidos en la denuncia, es una clara denegación de justicia y constituye una vía de hecho en detrimento del ofendido.
Con fundamento en lo anterior, se solicita el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso, defensa y acceso a la administración de justicia; y, en consecuencia, se ordene a la accionada solicitar y practicar audiencias de formulación de imputación, y de cancelación de los registros fraudulentos del referido vehículo, para que la titularidad del mismo retorne a la víctima.
3.- CONTESTACIÓN
Del trámite constitucional se dio traslado a la Fiscalía 7 Seccional de esta ciudad, y al agente del Ministerio Público delegado ante ese despacho. Ninguno de los funcionarios vinculados se pronunció al respecto.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por la parte accionante, y por parte de esta Sala se procedió a efectuar inspección judicial a la carpeta del caso que adelanta la Fiscalía 7 Seccional bajo el radicado 660016000036201505300.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.
5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

El señor OCHOA GÓMEZ mediante apoderada judicial concurre ante el juez constitucional con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  sus derechos fundamentales  al debido proceso, defensa y acceso a la administración de justicia, como quiera que por parte de la Fiscalía Séptima Seccional de Pereira no se ha realizado imputación -no obstante estar vencido el término consagrado en el artículo 175 de la Ley 906/04- con ocasión de la denuncia que por la presunta conducta punible de falsedad formuló desde julio de 2015, ni se han acogido las solicitudes probatorias y las medidas que en su condición de víctima ha pedido, ya que incluso había sido archivada sin motivación alguna y por parte del juez de control de garantías se ordenó el desarchivo y se instó a la delegada del ente acusador para que se practique otras pruebas y sea más diligente.
El canon 86 de la Carta Política prescribe: “[…] Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable […]”, y la normativa bajo la cual se adelanta la referida investigación -Ley 906/04- ofrece a los participantes los instrumentos a los cuales puede acudir al evidenciar que la mora en la toma de decisiones en los respectivos procesos pone en riesgo sus derechos fundamentales, aunque en algunas ocasiones no sean los más idóneos y eficaces para lograr el fin pretendido que no es otro que el de procurar que la investigación penal sea más ágil y por ende se adopten las medidas de fondo a que hubiere lugar.
La jurisprudencia ha aceptado la eventual injerencia del juez de tutela cuando está de por medio la presencia de una situación que implique la necesidad de amparo por razón de una determinación judicial que conlleve una lesión a un derecho constitucional, y no contar el afectado con mecanismos judiciales idóneos para abogar por la vigencia de dicha prerrogativa
. 

El sistema jurídico colombiano confiere especial importancia al cumplimiento de los términos procesales y ello se infiere de lo reglado en el canon 228 de la Constitución Política, donde se indica que: “los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”. Igualmente el artículo 4° de la Ley 270/96 -Estatutaria de la Administración de Justicia- refiere: “la administración de justicia debe ser pronta y cumplida. Los términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar.” 
Lo anterior para significar que una de las manifestaciones del debido proceso se refleja en que las actuaciones judiciales y administrativas se adelanten sin dilaciones injustificadas, y por ende quien ostente la calidad de denunciante no debe permanecer en la indefinición respecto de la investigación, lo cual, de presentarse, constituye una clara violación al debido proceso y a la recta y debida administración de justicia.

De igual manera, la persona que se sienta afectada con un proceder indebido de esta naturaleza, se encuentra en todo el derecho de denunciar disciplinariamente al funcionario judicial para que sea sancionado. 

Cuando la decisión del órgano persecutor sea la de disponer el archivo de la actuación, conforme así lo tiene debidamente decantado la jurisprudencia de tutela de la H. Corte Suprema de Justicia, el actor podrá en principio acudir ante el mismo fiscal para que proceda a la reapertura de la indagación o en su defecto ante el Juez de Control de Garantías para que disponga lo pertinente, véase lo que al respecto se ha indicado:

“Ahora bien, en el caso en el que el titular del despacho se niegue a reabrir la actuación, el demandante está habilitado para solicitar el control de garantías ejercido por el juez penal municipal o promiscuo municipal -según el caso- del lugar de la comisión de la conducta delictiva, de conformidad con la cláusula general del artículo 39 de la Ley 906 de 2004. Por lo tanto, el actor cuenta con instrumentos  de defensa idóneos y eficaces para controvertir la decisión que hoy impugna en sede de tutela.

Obsérvese, entonces, que no es posible acceder a la pretensión del accionante en el sentido de desarchivar la denuncia presentada, como quiera que no ha acudido ante el fiscal del caso y, de ser necesario, ante el juez con función de control de garantías, quienes son los encargados de tomar la determinación que en derecho corresponda. Un pronunciamiento al respecto mediante el amparo constitucional suplantaría al juez ordinario, lo que no está permitido debido al carácter eminentemente subsidiario de la acción de tutela.” 

Como vemos, la ley otorga distintos mecanismos a las partes para que puedan hacer cumplir los plazos dentro de la actuación penal con la finalidad de resguardar el derecho a un proceso sin dilaciones injustificadas, de ahí que en principio surge la improcedencia de acudir a la vía de la tutela
 para eventos como el que ahora es objeto de estudio por esta Corporación. Y decimos en principio, porque tal situación se debe analizar en cada caso concreto habida consideración a que en determinados eventos esas opciones, se repite, no son realmente eficaces.
En el evento sometido a estudio de acuerdo con lo reglado en el parágrafo del artículo 175 del C.P.P., la Fiscalía tendrá un término máximo de dos años contados a partir de la recepción de la noticia criminis para formular imputación u ordenar motivadamente el archivo de la indagación. Este término máximo será de tres años cuando se presente concurso de delitos, o cuando sean tres o más los imputados. Cuando se trate de investigaciones por delitos que sean de competencia de los jueces penales del circuito especializado el término máximo será de cinco años.” 
Luego de efectuar una revisión del expediente correspondiente a la actuación respecto de la cual versa esta acción, se tiene que si bien en efecto la denuncia fue recibida en la Fiscalía en septiembre 22 de 2015, la misma llegó al despacho asignado -Fiscalía Séptima Seccional de esta ciudad- en octubre 19 de 2015, es decir, que a la fecha no han pasado aún los dos años señalados en la anterior norma.

Adicionalmente, al revisar la denuncia la apoderada de la víctima hace referencia a los delitos de falsedad en documento privado y uso de documento falso privado, y de acuerdo con los hechos dados a conocer se encuentran anunciados varios punibles, entre ellos la obtención de documento público falso, así que al tratarse de un posible concurso el plazo que estipula el citado canon es de 3 años.
Si bien en este caso se había dispuesto el archivo de la actuación, determinación con la cual el accionante no estuvo de acuerdo y pidió el desarchivo, petición a la que no se accedió; posteriormente hizo uso del mecanismo pertinente ante el juez de control de garantías, cuya decisión fue favorable a sus intereses, ya que ordenó reabrir la investigación y dispuso la obtención de más elementos probatorios.

Acorde con lo anterior, la Colegiatura no observa que los derechos constitucional del señor CARLOS ALBERTO OCHOA GÓMEZ en este momento estén siendo afectados con la actuación de la Fiscalía, ya que precisamente en virtud de la determinación del juzgado de control de garantías, debe continuarse con la indagación y en lo posible recaudar más medios de prueba, con fundamento en los cuales debe determinar la titular del despacho accionado si ordena nuevamente el archivo de la actuación o formula imputación.
Debe resaltarse también que la citada decisión del funcionario de garantías apenas se adoptó en junio 14 de 2017, de lo que se infiere que ha pasado un tiempo muy corto para que la Fiscalía dé cumplimiento a lo allí dispuesto en lo atinente al recaudo probatorio, más aún cuando es evidente que las fiscalías actualmente cuentan con una gran carga laboral y carecen del personal investigativo suficiente para colmar las expectativas que tienen muchas de las personas que a diario acuden ante el órgano encargado de la persecución penal en busca de alguna solución.
En este punto es pertinente precisar a la parte accionante, que la titularidad de la acción penal recae exclusivamente en la Fiscalía tal como se consagra en el artículo 251 Constitucional, y por ello ningún juez puede indicar a ese ente oficial cómo ejercer esa potestad, y menos aún persuadirla o instarla a que formule una imputación o en su momento una eventual acusación.

No es posible tampoco que el órgano persecutor formule imputación cuando no se ha logrado establecer quién es el indiciado o indiciados, por cuanto se trata de un acto de comunicación que se hace a un persona en concreto, tal como lo precisa el artículo 286 de la Ley 906/04, luego del cual el imputado queda vinculado formalmente a la actuación, y con el mismo se da comienzo al proceso penal.
Finalmente, debe decir el Tribunal que contrario a lo indicado por la profesional del derecho que representa los intereses del tutelante, en el decurso del trámite investigativo se han librado diversas órdenes a la policía judicial tendientes a recaudar elementos materiales con los cuales se pueda obtener información que permita esclarecer los hechos denunciados. Lo dicho, porque no obstante que el juzgado de garantías consideró que aún podían recaudarse más medios de prueba, en todo caso el desarchivo de la actuación se dispuso por falta de una motivación adecuada en la orden dada en ese sentido, y no por una deficiente labor probatoria.
Además, es importante resaltar que de interferir el juez de tutela en el trámite, potencialmente podría llegar a desconocer el derecho a la igualdad, por cuanto dispondría la emisión de pronunciamiento sin acatar el respeto debido a los turnos en los despachos.
Se concluye entonces que no es esta la vía procesal idónea para lograr las pretensiones del actor, al no observarse que por parte de la Fiscalía Séptima Seccional de Pereira (Rda.) se hayan vulnerado los derechos fundamentales invocados o causado un perjuicio irremediable; por tanto, se declarará improcedente el amparo invocado. 
Finalmente, en vista de que el tutelante puso en conocimiento de esta Corporación que por parte del despacho fiscal no se le ha informado sobre el estado actual de la actuación, afirmación que se debe tener por cierta al no haberse dado respuesta alguna por el ente accionado, se instará a la Fiscalía Séptima Seccional de esta capital para que oportunamente le suministre la información que requiere, en su condición de víctima, así como a su apoderada.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE DECLARA improcedente el amparo invocado por el señor CARLOS ALBERTO OCHOA GÓMEZ.
SEGUNDO: No obstante esta determinación, el Tribunal insta a la delegada fiscal para que mantenga informado al señor CARLOS ALBERTO OCHOA GÓMEZ en su condición de víctima, así como a su apoderada, del estado de la actuación.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� CSJ STP, 29 ago. 2013, Rad. 68927


� CSJ STP, 11, abr. 2013, Rad. 74407.


� Al respecto así se ha pronunciado en sede de tutela la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia en diversas sentencias. Véase entre ellas las STP 78767 y 79169 de 2015.
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